
 

 

 

BANCO DE RESOLUCIONES EN TEMAS DE LITIGIO 

ESTRATÉGICO 

 

JURISPRUDENCIA CORTE CONSTITUCIONAL DEL 

ECUADOR 

 

Sentencia No. 98-23-JH/23  

 
TRIBUNAL EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR 

MATERIA Constitucional - Penal 

INTERVINO LA 
DEFENSORIA 
PÚBLICA 

No  

DATOS DEL DEFENSOR/A 
PÚBLICO 

N/A 

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho a la integridad y salud de las personas privadas de libertad, 

seguridad jurídica, debido proceso y seguridad jurídica  

 

 

BREVE RELACION DE LOS 
HECHOS 

 
La Corte Constitucional del Ecuador en la presente sentencia realiza una 

revisión a tres casos de hábeas corpus. 

 

En relación a la causa 98-23-JH, un juez de la Unidad Judicial Especializada 

de Garantías Penitenciarias con sede en el cantón Portoviejo, otorgó el 

beneficio de la garantía de hábeas corpus a terceras personas ajenas a la causa, 

a la luz de la aplicación del efecto inter comunis; actuado sin competencia; e, 

inobservado precedentes constitucionales dictados por la Corte sobre la 

acción de hábeas corpus con fines correctivos. 

 

En relación a las causas  887-22-JH y 1007-22-JH, los accionantes 

emplearon la acción de hábeas corpus, con el fin de ejecutar otro hábeas 

corpus, desnaturalizando la garantía. 

 

La Corte Constitucional del Ecuador resume los hechos del caso en las 

siguientes preguntas: 

 

¿Cuál es la autoridad judicial competente para conocer una acción de 

hábeas corpus presentada por una persona que se encuentra cumpliendo 



 

 

una pena privativa de libertad dictada en sentencia ejecutoriada? En el 

caso en concreto ¿el juez de garantías penitenciarias del cantón Portoviejo 

tenía competencia para conocer la causa?  

 

b) Según el artículo 12 de la LOGJCC, ¿quiénes tienen la calidad de 

terceros con interés en la tramitación de garantías constitucionales? 

En el caso en concreto, ¿los señores Jorge Glas y Daniel Salcedo se 

circunscribían en las disposiciones legales para ser considerados terceros 

con interés?  

 

c) ¿Cuáles son los preceptos para la procedencia del hábeas corpus 

correctivo por alegaciones vinculadas a vulneraciones al derecho a la 

integridad y salud de personas privadas de libertad? En el caso en 

concreto, ¿el juez de garantías penitenciarias actuó conforme a los 

preceptos fijados para la concesión del hábeas corpus correctivo en 

cuanto a la excepcionalidad de dictar medidas alternativas a la privación 

de la libertad? 

 

d) ¿Es aplicable el efecto inter comunis en la emisión de una sentencia de 

hábeas corpus? En el caso en concreto, ¿cabía tal aplicación? 

 

c) ¿Es posible ejecutar una orden de excarcelación dispuesta en una 

sentencia constitucional de hábeas corpus, a través de la presentación 

de otra acción de hábeas corpus? 

 

d) ¿Los accionantes de las causas 887-22-JH y 1007-22-JH incurrieron en 

un abuso del derecho por pretender desnaturalizar la garantía de hábeas 

corpus? 

 

FUNDAMENTOS DE 
DERECHO 

Artículo 89 de la CRE (Acción de hábeas corpus) 

Artículo 86 de la CRE (Garantías Jurisdiccionales)  

Artículo 436 de la CRE (Atribuciones de la Corte Constitucional)  

Artículo 66 de la CRE (La integridad física, psíquica, moral y sexual) 

Artículo 76 de la CRE (Debido proceso) 

Artículo 7 de la LOGJCC (Competencia) 

Artículo 12 de la LOGJCC ( Comparecencia de terceros) 

Artículo 23 de la LOGJCC ( Abuso del derecho) 



 

 

Artículo 24 de la LOGJCC (Apelación) 

Artículo 43 de la LOGJCC ( Acción de hábeas corpus)  

Artículo 44 de la LOGJCC ( Trámite Acción de hábeas corpus) 

 

CONTEXTO SOCIAL Y 
ECONÓMICO  DEL CASO 

Alcance del hábeas corpus correctivo en la Constitución de la República del 

Ecuador y en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional.  

ARGUMENTOS Y 

FUNDAMENTACIÓN 

DE LA CORTE 

 
La Corte Constitucional del Ecuador manifiesta que, para las personas que 

tienen sentencia condenatoria ejecutoriada, los jueces competentes son los 

jueces de garantías penitenciarias; así como los jueces de garantías penales y 

multicompetentes que ha fijado el Consejo de la Judicatura del lugar donde 

se encuentre cumpliendo la condena la persona accionante y/o beneficiario. 

En los casos de desaparición forzada, en el que se desconozca el paradero de 

la víctima,  es competente la autoridad del domicilio del accionante.  

A su vez, ante la inexistencia de una orden de privación de libertad emitida 

dentro de un proceso penal es competente la autoridad judicial del domicilio 

del accionante.  

La Corte Constitucional determina que, es importante verificar la 

competencia de los jueces de garantías penitenciarias en razón del territorio.   

Si no es competente, el juez, deberá, en la primera providencia inhibirse de 

continuar con la causa y remitir el expediente a la jurisdicción 

correspondiente. 

 
En caso de duda sobre la ubicación poblacional de la persona privada de 

libertad, los jueces de garantías penitenciarias deberán avocar conocimiento 

y requerir al Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas 

Privadas de Libertad la información y/o boleta de encarcelamiento  que 

identifique el lugar donde el accionante se encuentra cumpliendo su condena. 

 

La Corte Constitucional del Ecuador, realiza un análisis de la figura del 

amicus curiae, y determina que: “las personas ajenas al proceso judicial 

podrán aportar únicamente con criterios jurídicos sobre un punto 

determinado, con el fin de dotar al juez de herramientas jurídicas para la 

resolución del conflicto, sin que aquellos puedan, se insiste, ser considerados 

como parte procesal” 

 



 

 

Por otro lado, la Corte Constitucional del Ecuador determina el alcance de la 

figura de los coadyuvantes del accionado, al indicar que, su finalidad radica 

en respaldar la postura jurídica del demandando en la acción, es decir, sin 

personas naturales o jurídicas que tienen interés directo en el mantenimiento 

del acto u omisión que motiva la acción constitucional. La finalidad de esta 

figura, consiste en intervenir en el proceso por tener un interés en el resultado 

del juicio, mas no brindar una opinión al juzgador para mejor resolver, sino 

que 

 

Por lo tanto, la Corte Constitucional delimita la intervención de terceros con 

interés en la tramitación de garantías jurisdiccionales, a la luz de dos 

presupuestos: el amicus curiae y el coadyuvante del accionado. 

 

En la presente causa, la Corte Constitucional del Ecuador determina que, en 

caso de presentarse la figura del coadyuvante del accionado, los jueces 

constitucionales deberán identificar que la teoría del caso  del coadyuvante 

del accionado se relacione con las pretensiones del demandado en el proceso 

y no con cuestiones ajenas al mismo. 

 

La Corte Constitucional del Ecuador delimita el alcance del hábeas corpus 

correctivo, al indicar que su finalidad consiste en “corregir” actos lesivos que 

se presenten dentro de los centros de privación de libertad, sin que se traduzca 

como una medida para el incumplimiento de la pena.  Por lo tanto, busca 

garantizar que los derechos fundamentales de las personas privadas de 

libertad no se vean transgresivos por acciones u omisiones en el 

cumplimiento de la pena o internamiento. 

 

 

 

La Corte Constitucional del Ecuador establece que, las pretensiones 

direccionadas exclusivamente con cuestiones de legalidad de la justicia penal 

tiene su trámite propio ante la justicia penal, a la luz de los diferentes 

mecanismos que establece el Código Orgánico Integral Penal, mas no a través 

de una acción de hábeas corpus.  Por lo tanto, constituye en un abuso del 

derecho, cuando la justicia constitucional se superpondría a la jurisdicción 

ordinaria; y, por lo tanto, atentaría contra los derechos constitucionales al 



 

 

debido proceso y seguridad jurídica.  

 

En tal virtud, la Corte Constitucional del Ecuador manifiesta que, no entra 

dentro de la esfera de análisis de la garantía de acción de habeas corpus, lo 

siguiente:  “análisis de los elementos de convicción aportados para el inicio 

de una instrucción fiscal, la prueba para acreditar la existencia del delito, la 

participación de la persona procesada, la adecuación de los hechos 

probados a un determinado tipo penal o la imposición de una condena, lo 

que incluye la aplicación de circunstancias atenuantes o agravantes, así 

como la revisión de la pena o la proporcionalidad de la pena.” 

  

A su vez, la Corte Constitucional del Ecuador, citando a la Sentencia 209-15-

JH, determina que, en la acción de hábeas corpus correctivo se pueda ordenar 

medidas alternativas a la privación de libertad, cuando se cumplan dos 

presupuestos. “(i) el centro de privación de libertad no pueda brindar las 

facilidades necesarias para que la persona privada de libertad acceda a los 

servicios de salud que requiere dentro del mismo, y que (ii) tampoco se pueda 

a acceder a dichos servicios fuera del centro de privación de libertad.” 

 
 
De lo expuesto, la Corte Constitucional del Ecuador determina que, el 

hábeas corpus correctivo (vinculado a la tutela de los derechos a la salud e 

integridad), no es la vía para suprimir o modificar las medidas alternativas 

a la prisión preventiva o penas dictadas en razón de procesos penales que 

concluyeron con sentencias condenatorias ejecutoriadas.  

 

La Corte Constitucional del Ecuador, manifiesta que, la duración y vigencia 

de las medidas alternativas a la privación a la libertad deberán estar 

amparadas en información médica y científica sobre la condición de salud 

del beneficiario, validada por el ente rector de Salud Pública.  

 

La duración y vigencia de las medidas alternativas a la privación a la 

libertad, a raíz de una acción de hábeas corpus correctivo, no son definitivas, 

dado que a criterio de la Corte Constitucional, los jueces constitucionales 

deben identificar que las circunstancias médicas del beneficiario se han 

reestablecido, y si es así, deberán ordenar de manera inmediata el 

internamiento del beneficiario al centro de privación de libertad a fin de que 



 

 

cumpla la pena fijada en la sentencia condenatoria, con el fin de garantizar 

el derecho a la tutela judicial efectiva y evitar la desnaturalización del 

hábeas corpus correctivo.   

 

La Corte Constitucional del Ecuador manifiesta que,  los efectos 

provenientes de sentencias de garantías jurisdiccionales, por regla general, 

tienen efectos inter partes, por lo tanto, abarcan únicamente a las partes 

involucradas en la demanda, esto es, sobre quienes reclaman la vulneración 

a sus derechos fundamentales y a aquellos que son demandados. No 

obstante, sus efectos pueden extenderse de manera excepcional a terceras 

personas, a la luz del derecho de igualdad y no discriminación.  

 

La Corte Constitucional del Ecuador determina que el efecto inter comunis, 

no es aplicable al hábeas corpus correctivo, dado que solamente es aplicable 

únicamente a las particularidades demandadas y analizadas por el 

accionante/ beneficiario en el caso en concreto.  Es decir, el juez 

constitucional no puede realizar un análisis general respecto a la privación 

de libertad, y tampoco, extender tal análisis a otras personas, y mucho menos 

extender los efectos de la sentencia a terceros. 

 

La Corte Constitucional expresa que,  el juez constitucional debe analizar la 

situación jurídica exclusivamente del titular del derecho para para garantizar 

la libertad, controlar el respeto a la vida e integridad de la persona, e impedir 

su desaparición o la indeterminación del su lugar de detención. Por lo tanto, 

es una garantía de índole personalísima, sin que de modo alguno este análisis 

englobe a terceras personas no demandantes o beneficiarias de la misma. 

 

 

 

 

La Corte Constitucional del Ecuador, en virtud de la jurisprudencia 

vinculante fijado en la sentencia 209-15-JH/19, determina tres escenarios: 

 

1. Como regla general, el juez constitucional, en primer lugar, deberá 

disponer el inmediato acceso a los servicios de salud de la persona 

privada de libertad dentro del centro de privación de libertad, que cuente 



 

 

con personal médico capacitado, medicamentos y equipo hospitalario 

adecuado y en buen estado, así como condiciones sanitarias adecuadas, 

entre otras.  

 

2. Si el privado de la libertad requiere tratamiento especializado, 

permanente y continuo,  los jueces constitucionales podrán  disponer, a 

la luz del principio de coordinación, que las entidad pública a cargo del 

Sistema de Rehabilitación Social, Ministerio de Salud Pública y con el  

con el debido resguardo de la fuerza pública, la persona privada de 

libertad pueda ser trasladada y reciba atención médica que requiere en 

una institución de salud fuera del centro de privación de libertad. 

 

3. Y, en el caso de que el escenario uno y dos no garantice el derecho a la 

integridad física, psicología y sexual de la persona privada de libertad, 

el juez constitucional podrá disponer medidas alternativas a la privación 

de libertad para que la persona pueda acceder a los servicios de salud 

que requiere y bajo los límites establecidos en la ley, hasta que se cumpla 

el objetivo del restablecimiento de salud, luego de lo cual, deberá 

regresar al centro de internamiento para el cumplimiento de la pena a la 

que fue condenado. 

 

Por otro lado, la Corte Constitucional del Ecuador, considera que el juez de 

Garantías Penitenciarias de Portoviejo, inobservó el precedente 

jurisprudencial establecido en la sentencia 365-18-JH/21, ya que se verifica 

que no consideró al momento de determinar la medida alternativa a la 

sustitución de la privación de libertad la situación de vulnerabilidad del 

beneficiario, el tipo de delito cometido por el privado de la libertad, si el 

mismo reviste gravedad, si generaba riesgo o potenciales daños a las víctimas 

por violencia de género o si provocaban conmoción social. 

 
 
De las causas 887-22-JH y 1007-22-JH, la Corte Constitucional del 

Ecuador, expresa que: “los jueces de instancia tienen las obligaciones de 

ejecutar las sentencias dictadas por ellos dentro de la tramitación de 

garantías jurisdiccionales. La Corte Constitucional del Ecuador expresa 

que, puede y debe intervenir sólo cuando las autoridades judiciales de 

instancia fracasan en esa tarea.” 



 

 

 

La Corte Constitucional del Ecuador manifiesta que, los jueces 

constitucionales deben ejecutar, velar y garantizar el cumplimiento de su 

decisión dentro de una acción de hábeas corpus, sin que sea procedente la 

activación de otro hábeas corpus para su ejecución y cumplimiento. 

 
La Corte Constitucional del Ecuador recuerda que, la vía idónea para   

verificar el cumplimiento de sentencias y dictámenes constitucionales, es la 

acción de incumplimiento, y únicamente podrá emplearse esta acción 

cuando se identifique que una sentencia ejecutoriada no se ejecutó, se 

ejecutó fuera de un plazo razonable o su ejecución devenga en defectuosa.  

 

Por lo tanto, la  Corte Constitucional del Ecuador  ratifica los autos emitidos 

en las causas 887-22-JH y 1007-22-JH en cuanto a la improcedencia en la 

presentación de una acción de hábeas corpus para la ejecución de una 

sentencia constitucional; y determina: “i) que la ejecución de las sentencias 

dictadas en primera instancia dentro de garantías jurisdiccionales son de 

competencia de los jueces constitucionales que las emitieron, sin perjuicio 

de que posteriormente tales decisiones sean revocadas o confirmadas en 

virtud de la apelación que se encuentra pendiente; ii) la acción de 

incumplimiento de sentencia es un mecanismo de carácter subsidiario, por 

lo que, la Corte Constitucional podrá tramitarlo respecto a sentencias 

ejecutoriadas en las que se ha identificado un incumplimiento total o 

defectuoso; iii) a través de una acción de hábeas corpus no se puede 

reclamar la ejecución de una sentencia constitucional porque esto 

desnaturaliza la garantía constitucional; y iv) si bien, a través de un hábeas 

corpus se puede solicitar el cumplimiento de una orden de excarcelación, 

este escenario responde únicamente a la liberación ordenada por la justicia 

ordinaria, mas no a la orden de libertad concedida por una acción de hábeas 

corpus, pues su cumplimiento corresponde al juez constitucional ejecutor.” 

MEDIDAS DE 

REPARACIÓN 

INTEGRAL 

ADOPTADAS 

1.- Ordenar al MSP y al SNAI en coordinación con el Consejo de la 

Judicatura, que en el plazo de dos meses regulen las normas y 

procedimientos a ser empleados para facilitar la información respecto al 

estado de salud de las personas privadas de la libertad que presenten una 

acción de hábeas corpus, así como de aquellas que han sido beneficiarias de 

la garantía. 

 



 

 

2.- Ordenar al SNAI, en coordinación con el Consejo de la Judicatura, que 

en el plazo máximo de un año contado a partir de la notificación de esta 

sentencia diseñe e implemente los sistemas tecnológicos a ser empleados 

para facilitar a las judicaturas de forma ágil y automática la información que 

requieran respecto al lugar y condiciones de detención de las personas 

privadas de libertad que presenten una acción de hábeas corpus. Para el 

cumplimiento de esta medida, en el plazo de dos meses contados a partir de 

la notificación de la presente sentencia, el SNAI deberá enviar a la Corte 

Constitucional el diseño de los sistemas y el cronograma para su 

implementación. 

 
3.- Ordenar al Consejo de la Judicatura que, en el término máximo de 15 

días contados a partir de la notificación de esta sentencia, difunda el presente 

fallo mediante correo electrónico a todos los jueces, juezas, fiscales, 

defensores y defensoras públicas, así como a través de sus cuentas oficiales 

de redes sociales. El cumplimiento de esta disposición deberá ser informado 

a la Corte en el término de 10 días contados desde el fenecimiento del 

término de 15 días para la ejecución de la medida. Adicionalmente, se 

dispone al Consejo de la Judicatura, que dentro del plazo de dos meses, 

prepare una capacitación obligatoria sobre el contenido de la sentencia a 

todos los jueces y juezas que puedan conocer este tipo de acciones, e incluya 

una capacitación sobre este tema dentro de su plan anual de capacitaciones. 

 

La Corte Constitucional ordena que, en 60 días contados a partir de la 

notificación de esta sentencia, el MSP regule las normas y procedimientos 

a ser empleados para facilitar la información a los jueces constitucionales 

correspondiente al estado de salud de las personas privadas de la libertad 

que presenten una acción de hábeas corpus y aleguen la vulneración al 

derecho a la salud, así como respecto de quienes, excepcionalmente, hayan 

sido beneficiarios de esta garantía 

 
 
La Corte Constitucional ordena que en el plazo máximo de un año contado 

a partir de la notificación de esta sentencia, el Servicio Nacional de Atención 

Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y Adolescentes 

Infractores (SNAI), en coordinación con el Consejo de la Judicatura, diseñe 

e implemente los sistemas tecnológicos a ser empleados para facilitar a las 



 

 

judicaturas de forma ágil y automática la información que requieran 

respecto al lugar y condiciones de detención de las personas privadas de 

libertad. Mientras se concrete esta medida, los jueces de garantías 

constitucionales que conozcan de hábeas corpus correctivos deberán 

emplear todos los medios que se encuentren a su alcance para identificar el 

lugar de privación de libertad de la persona accionante o beneficiario y así 

garantizar la competencia en razón del territorio en la tramitación de la 

acción de hábeas corpus. 

 

FALLO  
Declarar que la sentencia dictada el 05 de agosto de 2022, dictada por el juez 

de garantías penitenciarias con sede en el cantón Portoviejo vulneró el 

derecho al debido proceso en las garantías de ser juzgado por el juez 

competente y bajo el trámite propio, motivación y seguridad jurídica. Así 

mismo, se identifica que la decisión en mención desnaturalizó la garantía del 

hábeas corpus. 

 

Ratificar el auto de nulidad dictado el 26 de agosto de 2022, por la Sala 

Provincial Laboral. No se emite declaratoria previa de error inexcusable 

contra el Ab. Banny Rubén Molina Barrezueta por cuanto este Organismo 

no es competente para hacerlo, sin embargo, el mismo fue declarado por la 

Corte Provincial, lo cual guarda conformidad con el contenido de esta 

sentencia. 

 

Disponer el envío del expediente a la Fiscalía General del Estado para que 

inicie las investigaciones pertinentes y, determine si existen elementos 

suficientes para iniciar el procesamiento penal por el delito de prevaricato 

en contra de Banny Rubén Molina Barrezueta, sin perjuicio de que, en 

función de sus competencias, la FGE investigue el posible cometimiento de 

otros delitos contra la eficiencia de la administración pública. 

 

Disponer al Consejo de la Judicatura que de conformidad al artículo 23 de 

la LOGJCC imponga, de ser el caso, las sanciones correspondientes a Hugo 

Alexander Lara Olmos. 

 

VOTACIÓN POR LA 

QUE FUE ADOPTADA 

La sentencia fue aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con nueve 

votos a favor de los Jueces Constitucionales Karla Andrade Quevedo, 



 

 

Alejandra Cárdenas Reyes, Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz. 

Enrique Herrería Bonnet, Alí lozada Prado, Teresa Nuques Martínez (votos 

concurrente), Richard Ortiz Ortiz y Daniela Salazar Marin.   

VOTO CONCURRENTE / 
SALVADO: 

 El voto concurrente de la Jueza: Teresa Nuques Martínez  

OTROS DATOS DE INTERÉS: 
LINK  DE LA CCE 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2Nhc
nBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOidjYjQ1ZjNlOC1mYjVhLTRjOD
MtYTkwNS1jZWQ4MGU5OThhNjYucGRmJ30=  

               

 

 
 
 
Elaborado por: 
Abg. Alain Luna Rodríguez  
 
 
 
 
Revisado y Aprobado por: 
Abg. Homero Danilo Sulca Villamarin. 
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